
MECANISMO DE REVISIÓN EVENTUAL DE SENTENCIA DE ACCIÓN POPULAR - No se selecciona por incumplimiento de los requisitos de procedencia / GOCE DEL ESPACIO PÚBLICO / UNIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA - Finalidad de la revisión eventual en acción popular
Del contenido de la solicitud de revisión se aprecia que, en realidad, el actor no plantea la necesidad que sobre el tema relacionado con la protección al goce del espacio público y con la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, se requiera unificar jurisprudencia. (…) De esta forma, es evidente que el reproche del solicitante está dirigido a atacar el criterio adoptado por el referido Tribunal en la decisión cuya revisión se solicita, lo cual no es de recibo por esta Corporación, pues el hecho de que el actor se encuentre en desacuerdo con dicho razonamiento no amerita su revisión eventual, toda vez que, se recuerda, la naturaleza de este mecanismo no es el de ser una tercera instancia en la cual se pueda controvertir nuevamente la sentencia del ad quem. Sobre el particular, la Sala recuerda que la facultad de revisión tiene como único propósito la unificación de jurisprudencia del Consejo de Estado como Tribunal Supremo y no está prevista para ejercer control de legalidad sobre la decisión que se revisa, pues, se reitera, dicho mecanismo no es un medio de impugnación que permita apreciar posibles errores de hecho y de derecho.
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Popular – Revisión Eventual

Se procede, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 1º del Acuerdo No. 0117 del 12 de octubre de 2010, dictado por la Sala Plena de esta Corporación, a establecer la procedencia del mecanismo de revisión eventual de la sentencia del 22 de febrero de 2016 proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico dentro de la acción popular de la referencia. 

I. ANTECEDENTES

1. La demanda

El señor Luis Fernando Vengoechea, en nombre propio, presentó demanda de acción popular contra el Distrito de Barranquilla y el Instituto Distrital de Urbanismo y Control “IDUC”, en procura de la protección de los derechos colectivos “al goce del espacio público y la utilización y defensa de los bienes de uso público y a la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada”, que considera vulnerados porque dichas entidades han omitido adelantar los procedimientos administrativos tendientes al sellamiento, cerramiento y clausura de los establecimientos de comercio “La Piazzeta de Flavia y Michel” y la “Refresquería Torricelli”, ubicados en la carrera 64B No. 84 131 de esa ciudad. 

Lo anterior, pues tales locales violaron el plan de ordenamiento territorial al no tener la respectiva licencia que habilite el desarrollo de su objeto social. Asimismo, ejercen su actividad en una zona residencial invadiendo el antejardín con mesas y sillas y sin contar con la cantidad necesaria de parqueaderos, con lo cual obstruyen el flujo vehicular de los residentes del sector. 

2. Sentencia de primera instancia

Mediante sentencia del 17 de junio de 2014, el Juzgado Séptimo Oral del Circuito de Barranquilla negó las pretensiones de la demanda.

Como fundamento de esa decisión sostuvo que el actor no demostró la vulneración de los derechos colectivos que sirven de sustento a la demanda. Adujo que el señor Vengoechea se limitó a señalar que las entidades demandadas incurrieron en supuestas conductas antijurídicas, pero no probó tal afirmación. Tampoco precisó qué actuaciones son las que atentan contra los derechos colectivos en cuestión. 

Señaló que del solo otorgamiento de las respectivas licencias de funcionamiento y del reconocimiento de los usos de suelo, per se,  no se deriva amenaza alguna para la colectividad.


3. Sentencia de segunda instancia

Al desatar el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, el Tribunal Administrativo del Atlántico, mediante sentencia del 22 de febrero de 2016, confirmó la decisión inicial. 

El ad quem, después precisar ciertos aspectos sobre el contenido de los derechos colectivos que se invocaron en la demanda y de analizar las pruebas obrantes en el proceso, consideró que, en el sub examine, no está demostrada la vulneración del derecho al goce del espacio público ni el relativo a la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas.
Manifestó que, contrario a lo que expuso el actor, el establecimiento comercial denominado “La Piazzeta de Flavia y Michel” cuenta con un permiso atípico de uso del suelo, el cual fue expedido por la correspondiente autoridad administrativa. Tal licencia permite su funcionamiento, de manera excepcional, en una zona residencial, “…razón por la cual, cualquier reproche respecto de la legalidad de los actos administrativos que así lo dispusieron necesariamente debe ser llevado ante un juez contencioso administrativo…, siendo ese el escenario propicio para tal fin y no a través de la acción popular”.
 

También puso de presente que de acuerdo con la inspección judicial que se llevó a cabo en el citado local y con el dictamen que rindió el perito experto, se comprobó que en ejecución de la licencia de construcción contenida en la resolución No. 003 del 6 de enero de 2009, se construyeron 18 parqueaderos, que permiten en gran medida abastecer la necesidad de estacionamiento de los clientes del restaurante, con lo cual no se obstaculiza el espacio público y las vías aledañas. 


4. Solicitud de eventual revisión

En escrito del 16 de marzo de 2016, el actor solicitó que el expediente fuese remitido al Consejo de Estado para la eventual revisión de la sentencia de segunda instancia, por considerar que los derechos colectivos invocados en la demanda se encuentran vulnerados por el ente territorial demandado, pues de acuerdo con las pruebas que obran en el expediente es evidente que el restaurante está contraviniendo normas sobre el espacio público, pues en la zona de antejardín tiene instaladas unas mesas y sillas que impiden el correcto tránsito de los peatones. Que, asimismo, está demostrado que no tiene los parqueaderos suficientes, razón por la cual los vehículos de los clientes parquean en la calle. 

También adujo que el juzgado y el tribunal no tuvieron en cuenta que la secretaría del control urbano y espacio público de Barranquilla, inicialmente, mediante resolución 0080 del primero de marzo de 2011, había declarado al propietario del citado restaurante como contraventor de las normas urbanísticas, pero que dicho acto, en sede de reposición, fue revocado con sustento en un recurso que, a su juicio, fue extemporáneo. 

Aunado a lo anterior, en aras de sustentar la revisión, expresamente planteó lo siguiente:

“(…) No es aplicable el presupuesto de confianza legítima para legitimar (sic) el uso del espacio público y legitimar al señor Michel Antonio Henríquez Eljach en calidad de propietario del establecimiento de comercio denominado “La Piazzeta de Flavia y Michel” para que pueda violar derechos e intereses colectivos. 

El juzgado de primera instancia en la sentencia recurrida pretende sustentar la ocupación ilegal del espacio púbico por parte del accionado y su establecimiento de comercio, presuntamente legitimado por parte del Distrito de Barranquilla, quien había probado las vulneraciones flagrantes al Plan de Ordenamiento Territorial.

(…) No puede hablarse en este caso de confianza legítima, ni pretender esgrimir este principio para amparar las vulneraciones del espacio público efectuadas por el señor: Michel Antonio Henríquez, en calidad de propietario del establecimiento de comercio denominado “La Piazzeta de Flavia y Michel”, puesto que como se conoce el plan de ordenamiento territorial del distrito de barranquilla, fue expedido mediante Acuerdo 0154 de 2000, por el concejo distrital de Barranquilla, es decir, desde hace más de 10 años se encuentra en vigencia y, por tanto, no se explica como la Secretaría de Control Urbano y Espacio Público en sede gubernativa como el juzgado administrativo exonera de responsabilidad a una actividad que ocupa el espacio público y que desconocía las normas legales vigentes que regulan la actividad. Es menester recordar que “la ignorancia de las leyes no es excusa”, y por otro lado, no puede contender con la salvaguarda del interés general y los principios democráticos que sustentan el ordenamiento jurídico.

(…) En ese sentido, dentro de la acción popular que también se dirigió al establecimiento de comercio denominado Torricely, el cual fue objeto de pronunciamiento por parte del mismo ente territorial accionado, el cual señaló la ilegalidad del funcionamiento de este, y dicho establecimiento conforme se probó dentro del trámite popular, se trasladó por lo cual la ley es igual y en las mismas condiciones para todos. Por lo cual, al continuar las vulneraciones al espacio público y al  Plan de Ordenamiento Territorial, debe declararse así por este Despacho y ordenar las medidas correspondientes”. 
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia de la Sala

De conformidad con el artículo 274 del CPACA y con artículo 1º del Acuerdo N0. 0117 del 12 de octubre de 2010
, dictado por la Sala Plena del Consejo de Estado, que adicionó el artículo 13 del Acuerdo No. 58 de 1999, por el cual se expidió el reglamento interno de esta Corporación, esta Sección es competente para resolver sobre la solicitud de revisión de la sentencia del 22 de febrero de 2016 que dictó el Tribunal Administrativo del Atlántico. 

2. De la revisión eventual de las acciones populares y de grupo: Finalidad y requisitos

El artículo 11 de la Ley 1285 del 22 de enero de 2009 y el artículo 274 del CPACA, establecen el mecanismo de revisión eventual en las acciones populares y de grupo decididas por los Tribunales Administrativos. 

Del contenido de esta norma se desprende con claridad que la finalidad del mecanismo de la eventual revisión es la unificación de la jurisprudencia por parte del Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo con miras a evitar la existencia de criterios contradictorios respecto de un mismo tema, derivados, por ejemplo y a título puramente enunciativo, de su complejidad, indeterminación, ausencia de claridad normativa, vacío legislativo, confusión y diversidad de interpretaciones, inexistencia de criterio consolidado respecto de determinados tópicos, entre otros aspectos significativos o propios de la tarea unificadora.

Sobre el particular, esta Corporación se ha pronunciado en el siguiente sentido:

“Aunque no de manera exclusiva ni exhaustiva, a título ilustrativo, es posible identificar los siguientes eventos generales en los cuales está llamada a operar, a plenitud, la tarea unificadora de la jurisprudencia:

.- Cuando uno o varios de los temas contenidos en la providencia respectiva hubiere merecido tratamiento diverso por la jurisprudencia del Consejo de Estado, de manera que resulte indispensable fijar una posición unificadora;

.- Cuando uno o varios de los temas de la providencia, por su complejidad, por su indeterminación, por la ausencia de claridad de las disposiciones normativas en las que se funda o por un vacío en la legislación, sean susceptibles de confusión o involucren disposiciones respecto de las cuales quepan diferentes formas de aplicación o interpretación;

.- Cuando sobre uno o varios de los temas de la providencia no hubiere una posición consolidada por parte de la jurisprudencia de esta Corporación.

.- Cuando uno o varios de los temas de la providencia no hubieren sido objeto de desarrollos jurisprudenciales, por parte del Consejo de Estado.

Cabe agregar que para la procedencia de la revisión es necesario que los temas tratados en la providencia definitiva, además de que reúnan las condiciones necesarias para que sean objeto de unificación de jurisprudencia, deberán tener incidencia directa e inmediata en la decisión proferida en la providencia respecto de la cual se solicite la revisión. Lo anterior con el fin de garantizar los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, los cuales deben aplicarse en todas las actuaciones judiciales, teniendo en cuenta, además, los intereses que se persiguen en las acciones populares y de grupo. 

Se reitera que los eventos antes expuestos lo fueron únicamente a título enunciativo, por ello, su sola mención no excluye la posibilidad de que con posterioridad y en atención a la finalidad de unificación de jurisprudencia puedan llegar a considerarse otras hipótesis que harían posible la selección de la providencia para fines de revisión; en todo caso, resulta necesario precisar que la configuración, en todos aquellos asuntos concretos, de una o varias de las hipótesis señaladas o de las demás que puedan llegar a establecerse, no obliga a la selección de todos ellos por parte del Consejo de Estado, toda vez que ese mecanismo, según lo dispone la ley de manera manifiesta, se caracteriza por ser eventual, no automático y menos absoluto. 

Por consiguiente, a) las particularidades de cada asunto; b) el cumplimiento de los requisitos legales para la procedencia de la solicitud de revisión; c) la configuración de uno o varios de los eventos que determinen la necesidad de unificar la jurisprudencia del Consejo de Estado y d) la importancia y trascendencia de lo temas que se debatan en la providencia objeto de la solicitud correspondiente, serán los parámetros que esta Corporación tendrá en cuenta para efectos de definir la selección, o no, de la providencia respectiva, lo cual, por su puesto, deberá estar contenido en la motivación a que haya lugar.”

De igual manera, del texto del artículo citado y de la interpretación que la jurisprudencia de esta Corporación ha hecho de esa disposición, se tienen como requisitos para la procedencia y para la prosperidad del aludido mecanismo, los siguientes:

a.- Debe existir petición de alguna de las partes o del Ministerio Público.

b.- Esa petición debe presentarse dentro de los ocho (8) días siguientes a la notificación de la providencia que ponga fin al respectivo proceso.

c.- La providencia cuya revisión se solicita debe haberse dictado por un Tribunal Administrativo y debe poner fin al proceso.

No son entonces susceptibles de revisión las sentencias dictadas por los jueces administrativos, bajo el entendido de que ellos acatan el precedente jurisprudencial vertical fijado por el respectivo Tribunal, que funge como su superior funcional y en esa medida se encuentra salvaguardada la coherencia sistémica de la jurisprudencia. 

d.- La petición no requiere de una sustentación rigorista, pero en ella se deberán precisar o identificar los aspectos o materias que, según el interesado, ameritan la revisión de la providencia, con la finalidad de unificar jurisprudencia, dando una explicación, al menos concisa, de las razones en que fundamenta la petición.

3. Caso concreto

Corresponde a la Sala examinar si en el caso de la sentencia que se somete a consideración concurren las exigencias a las que se ha hecho referencia, a fin de que pueda ser objeto de selección para revisión.

El señor Luis Fernando Vengoechea, en su calidad de parte actora dentro del proceso de acción popular No. 2008-00310, presentó escrito con la finalidad de que se revise el fallo del 22 de febrero de 2016, que profirió, en segunda instancia, el Tribunal Administrativo del Atlántico. La petición se radicó dentro de los 8 días siguientes al vencimiento del término de fijación del edicto
 a través del cual se notificó la sentencia de segunda instancia y, como se expuso en líneas anteriores, fue sustentada. 

Entonces, no hay discusión en relación con el cumplimiento de los tres primeros requisitos, referidos a la solicitud de parte, a la oportunidad y a la sentencia objeto de la petición.

Ahora bien, en cuanto a que la solicitud de revisión eventual tenga como fin primordial la unificación jurisprudencial, encuentra la Sala que ello no es así, pues es claro que los motivos de reparo expuestos por el solicitante van en sentido diferente al que inspira la revisión eventual.

Del contenido de la solicitud de revisión se aprecia que, en realidad, el actor no plantea la necesidad que sobre el tema relacionado con la protección al goce del espacio público y con la realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, se requiera unificar jurisprudencia. 

En efecto, la argumentación, que valga la pena aclarar, es confusa y abstracta, en primer lugar, se dirige a insistir en las razones por la cuales, a su parecer y a diferencia de lo expuesto por el ad quem, en el presente caso sí está demostrado que los propietarios del establecimiento de comercio “La Piazzeta de Flavia y Michel” han invadido el espacio público con las instalación de mesas y sillas en el antejardín y con la falta de parqueaderos para sus clientes, razón por la cual es evidente la responsabilidad de las entidades demandadas al no tomar medidas pertinentes a efectos de lograr un efectivo cumplimiento de las disposiciones del plan de ordenamiento territorial del Distrito de Barranquilla.

De igual forma, plantea una serie de argumentos encaminados a establecer que en el presente caso el propietario del referido local no puede estar amparado por el principio de confianza legítima, pues el Acuerdo 0154 de 2000 (contentivo del POT) entró en vigencia hace diez años y, por ende, la secretaria de control urbano debió mantener la decisión mediante la cual lo declaraba contraventor de las normas urbanísticas del citado ente territorial.

Así, a juicio de la Sala, es claro que el solicitante equivoca el sentido y la finalidad del mecanismo de revisión eventual, porque lo plantea como si se tratara de un recurso o instancia adicional prevista para reabrir el debate inicial, en particular, en lo que respecta a la posición asumida por el Tribunal Administrativo del Atlántico en el sentido de que el demandante no cumplió con la carga de la prueba de demostrar la vulneración de los derechos colectivos invocados en la demanda.

De esta forma, es evidente que el reproche del solicitante está dirigido a atacar el criterio adoptado por el referido Tribunal en la decisión cuya revisión se solicita, lo cual no es de recibo por esta Corporación, pues el hecho de que el actor se encuentre en desacuerdo con dicho razonamiento no amerita su revisión eventual, toda vez que, se recuerda, la naturaleza de este mecanismo no es el de ser una tercera instancia en la cual se pueda controvertir nuevamente la sentencia del ad quem.
Sobre el particular, la Sala recuerda que la facultad de revisión tiene como único propósito la unificación de jurisprudencia del Consejo de Estado como Tribunal Supremo y no está prevista para ejercer control de legalidad sobre la decisión que se revisa, pues, se reitera, dicho mecanismo no es un medio de impugnación que permita apreciar posibles errores de hecho y de derecho.

Esos son motivos suficientes para afirmar que el Consejo de Estado no puede seleccionar los casos basado en la censura que se dirija contra la valoración del material probatorio ni en los reparos que se formulen a los juicios de valor sentados en el fallo en torno a puntos de derecho, que es lo que realmente pretende el demandante.

Las consideraciones expresadas conducen a que la sentencia que se reclama no sea seleccionada para revisión.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta,

RESUELVE:

PRIMERO: NO SELECCIONAR, para su revisión, la sentencia del 22 de febrero de 2016 dictada por el Tribunal Administrativo del Atlántico, dentro del proceso de la referencia.

SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen.

NOTIFÌQUESE Y CÚMPLASE

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Presidenta

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Consejera de Estado

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO

Consejero de Estado

ALBERTO YEPES BARREIRO
Consejero de Estado

� Sobre el particular, en concreto, señaló: “Gran parte de los argumentos utilizados por el actor, con miras a obtener un fallo favorable y, en consecuencia, el sellamiento, cerramiento y clausura de los establecimientos de comercio La Piazzeta de Flavia y Michel y la Refresquería Torricellí, se enmarcan en que éstos han violado el Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito de Barranquilla. Asimismo, por la carencia de permisos y/o licencias para el desarrollo de su objeto social. Sin embargo, analizadas integralmente las pruebas arribadas a la actuación, trasciende por su relevancia la resolución No. 152 de 2005, mediante la cual se dispone por parte del Secretario de Planeación del Distrito de Barranquilla, conceder el uso del suelo de manera excepcional a los referidos establecimientos.





También se destaca la resolución 071 del 23 de agosto de 2010, mediante la cual la Secretaria de Planeación del Distrito de Barranquilla reconoce la condición de uso atípico del suelo al establecimiento La Piazzeta de Flavia y Michel. Entonces, aun cuando el inmueble se encuentra en un área residencial y no comercial, es evidente que está amparado con un acto administrativo que dispuso la ejecución de sus actividades en ese sector, bajo la figura de uso atípico del suelo, condición que le fuere concedida con apego a lo descrito en el artículo 102 del Decreto 0154 de 2000, modificado por el Acuerdo 003 de 2007”.  


� “Artículo 1º. Adiciónase al artículo 13 del Acuerdo número 58 de 1999, modificado por el artículo 1º del Acuerdo número 55 de 2003, por el cual se expidió el reglamento interno del Consejo de Estado, el siguiente parágrafo:


Parágrafo. De la selección para su eventual revisión de las sentencia o las demás providencias que determinen la finalización, o el archivo del proceso en las acciones populares o de grupo, proferidas por los Tribunales Administrativos en segunda instancia, conocerán todas las Secciones de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, sin atender su especialidad, previo reparto efectuado por el Presidente de la Corporación.


Seleccionado el asunto para su revisión, la Sala Plena de lo Contencioso decidirá sobre la misma.





De la insistencia de que trata la parte final del artículo 11 de la Ley 1285 de 2009 conocerá de la misma Sección que resolvió sobre su no selección, a menos que a petición de cualquier Consejero de la Sala Plena de lo Contencioso decida resolverla.


La Secretaría General una vez realizado el reparto respectivo procederá a enviar un informe a cada despacho en el que se indiquen los aspectos esenciales del asunto cuya revisión se solicita.


Artículo 2º. El presente acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las disposiciones que le sean contrarias”.


� Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 14 de julio de 2009. Expediente: 20001-23-31-000-2007-00244-01 (IJ)AG. Actor: Gladys Alvarado Acosta y otros. Demandado: Municipio de Chiriguaná. C.P. Dr. Mauricio Fajardo Gómez.


� El edicto estuvo fijado hasta el día 10 de marzo de 2016 y la petición se radicó el día 16 de ese mismo mes y año.





